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INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN/ Respuesta al derecho de petición fue suministrada antes de la presentación de la tutela 
“Lo que sí admite reparo es que hasta la fecha de promoción de esta demanda estuviera esperando la respuesta respectiva. Y esto, porque al contestar, el Coordinador del Grupo de Archivo General del Ministerio de Defensa indicó que ella fue suministrada desde el 3 de marzo de 2016 y remitida a la dirección que se relacionó en la solicitud (…) De hecho, al consultar en la oficina del apoderado judicial de la demandante (…) se hizo saber que fueron recibidos los documentos esperados.”

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-001 de 2015.
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Procede la Sala a decidir la tutela propuesta por Nubia Estela Rivera Ordónez contra el Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional. 




ANTECEDENTES
  



Señaló la demandante, por medio de apoderado, que elevó una solicitud al Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, el 23 de febrero de 2016, con el fin de que se le expidiera, en formatos 1, 2 y 3 para bono pensional, la relación de lo devengado por Carlos Arturo Ruiz Tocora, quien fuera sU cónyuge, pero no obtuvo respuesta. En consecuencia, pidió que se le ordenara a la entidad proceder de conformidad




Se le dio trámite a la acción; ya sobre el tiempo, el Coordinador del Grupo de Archivo del Ministerio, precisó que se tramitaron los aludidos formatos y el certificado de información laboral, documentos remitidos a la dirección suministrada por el apoderado, como consta en la guía que en copia acompañó. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En este caso, Nubia Estela Rivera Ordóñez hace valer el derecho fundamental de petición, cuyo núcleo esencial radica en que las autoridades, o algunos particulares, respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama; positiva o negativamente, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que la autoridad deba adoptar; y, adicional a ello, que cumplan el deber de enterar al solicitante de la respuesta que se le brinda, pues, de lo contrario ningún efecto produciría.

  



Ha recordado la Corte Constitucional
, que:

En síntesis, la Corte ha concluido que la respuesta al derecho de petición debe cumplir con ciertas condiciones: (i) oportunidad
; (ii) debe resolverse de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado
; y (iii) ser puesta en conocimiento del peticionario
, so pena de incurrir en la violación de este derecho fundamental.

3.1.5. Con base en lo anterior, se concluye que es un criterio reiterado por la jurisprudencia constitucional que el incumplimiento de alguno de los requisitos mencionados conlleva a la vulneración del derecho de petición, pues impide al ciudadano obtener respuesta efectiva y de fondo al requerimiento que presentó ante la entidad, que en la mayoría de los casos –vale la pena recordarlo- busca hacer efectivo otro derecho ya sea de rango legal o constitucional.
   



No se remite a discusión, que la demandante envió al Ministerio de Defensa la solicitud que describe en su libelo (f. 6). 
   



Lo que sí admite reparo es que hasta la fecha de promoción de esta demanda estuviera esperando la respuesta respectiva. Y esto, porque al contestar, el Coordinador del Grupo de Archivo General del Ministerio de Defensa indicó que ella fue suministrada desde el 3 de marzo de 2016 y remitida a la dirección que se relacionó en la solicitud (f. 6). De hecho, al consultar en la oficina del apoderado judicial de la demandante, según constancia que antecede, se hizo saber que fueron recibidos los documentos esperados. 
    



Pudiera pensarse que la comunicación fue mal dirigida, porque se hizo a nombre de Carlos Arturo Ruiz Tocora quien, por evidentes razones, no podía recibirla; sin embargo, ello no fue óbice para que se entregara en el lugar de destino, según consta en el certificado respectivo (f. 19), el 12 de marzo de 2016. 
   



De ahí que como la respuesta se dio antes de que se promoviera esta acción y ella acompasaba con el requerimiento que se le hizo a la entidad, no pudo darse la trasgresión que se le endilga al Ministerio y, por tanto, debe ser negada. 





DECISIÓN  

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA la acción de tutela instaurada por Nubia Estela Rivera Ordóñez contra el Ministerio de Defensa nacional.  

  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada. A su regreso, si fuera el caso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                    DUBERNEY GRISALES HERRERA   
  



  


      En uso de permiso
� 	Sentencia T-.001 de 2015


� 	Sobre la oportunidad, por regla general, se aplica lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo que establece que en el caso de peticiones de carácter particular la Administración tiene un plazo de 15 días para responder, salvo que por la naturaleza del asunto se requiera un tiempo mayor para resolver, caso en el cual la Administración tiene la carga de informar al peticionario dentro del término de los 15 días, cuánto le tomará resolver el asunto y el plazo que necesita para hacerlo. 


� 	En la sentencia T- 400 de 2008 respecto a la necesidad de una respuesta de fondo, la Corte reiteró que “[l]a respuesta de la Administración debe resolver el asunto, no admitiéndose en consecuencia respuestas evasivas, o la simple afirmación de que el asunto se encuentra en revisión o en trámite”. 


� 	Corte Constitucional, Sentencia T-400 de 2008.





